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EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR – 01/2014.

MODALIDAD.-   DERECHO
DEMANDANTE.-  D. XXXXX
DEMANDADA.-  COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 06 / 2015
En Albacete, a veintiocho de diciembre de dos mil quince.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX en la localidad de Toledo, XXXXX, provisto con D.N.I. nº XXX, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 01/2014, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE EX SOCIO ANTE LA ENTIDAD XXXXX,
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXX, que actúa en el presente procedimiento en su propio nombre y representación, estando legitimado activamente en este procedimiento en su calidad de ex socio de la cooperativa agroalimentaria XXXXX, en su escrito inicial de fecha 23 de enero de 2014 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar al presente procedimiento arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  Que el demandante solicitó su baja voluntaria de la sección bodega de la sociedad XXXXX por escrito de fecha 24 de enero de 2011, y según se afirma, no habría recibido notificación del acuerdo del Consejo Rector sobre la calificación de la baja solicitada y los efectos a ella inherentes.
SEGUNDO.-    El ex socio señalo en su escrito que la primera notificación del órgano de administración sobre su baja, emitida en fecha 20 de octubre de 2012, le fue notificada el día 24 de junio de 2013.

Se argumenta por el demandante que la notificación se remite a un acuerdo de calificación y efectos de la baja de 13 de abril de 2011 que no se habría puesto en conocimiento del ex socio, lo que conllevaría la nulidad del procedimiento por haber impedido el ejercicio de su derecho frente a aquel acuerdo.
TERCERO.-   La parte actora procedió a impugnar el acuerdo del Consejo Rector de la cooperativa demandada, habiéndose resuelto en la Asamblea General de fecha 18 de diciembre de 2013, de la que no habría recibido notificación sobre la desestimación que en ella se acordó, aunque también reconoce el ex socio en su escrito que asistió a la misma personalmente.
CUARTO.-  Se señalan por el socio diversos incumplimientos, que a juicio de éste, invalidarían la referida Asamblea de fecha 18 de diciembre de 2013, en la que se desestimó el recurso planteado por los siguientes motivos:
a) Incumplimiento de los artículos 48 y 52.2 de la Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La Mancha, sobre el listado de socios asistentes.

b) En materia de la aprobación del acta de la Asamblea, de conformidad con el texto del artículo 52.3 de la Ley 11/2010.

c) Tampoco se habrían cumplido los requisitos en su convocatoria (arts. 46.2 y 3 de la Ley 11/2010), e igualmente se habría modificado el orden del día, vulnerando así el artículo 46.5 de la norma regional.

d) Se pone en duda que se hubiera respetado la obligación de votación secreta regulada en el artículo 28.6 de la Ley de Cooperativas.

e) Finalmente, se pone en entredicho que se hubieran cumplido las formalidades legales exigidas respecto del acuerdo del Consejo Rector de 20 de octubre de 2012 en el que se aprobó la liquidación y reembolso de participaciones cooperativas.

QUINTO.- Se opone el socio a la imputación de perdidas practicada, por considerar que no existe un acuerdo de imputación por parte de la Asamblea General en cada uno de los ejercicios en las que se habrían generado, haciendo referencia en el presente caso a un acuerdo de fecha 30 de junio de 2006, que llevaría a considerar que no existen acuerdos en ejercicios posteriores sobre dicha imputación o el incumplimiento de los requisitos exigidos para su virtualidad jurídica.

También se rechaza por el actor el módulo de cálculo empleado de tres ejercicios (2006, 2007 y  2008) para la citada imputación, que además impide la individualización de las perdidas ni tampoco diferencia entre las actividades de la Cooperativa.

Además continua el demandante explicando que respecto de esas pérdidas de ejercicios anteriores ni le consta su existencia, y que en cualquier caso no existe el acuerdo previo por parte del único órgano competente para dicha imputación, que sería la Asamblea General ordinaria de la Cooperativa - no por un acuerdo del Consejo Rector -, en base al artículo 68 de los Estatutos Sociales y los artículos 43.1, letra b) y artículo 44.2, ambos de la Ley 11/2010, con carácter previo a la liquidación de las aportaciones objeto de este procedimiento.

SEXTO.- En su demanda, el ex socio alega que el acuerdo del Consejo Rector le origina indefensión, por cuanto no contiene los elementos que sirven de base para los cálculos que desembocan en la liquidación notificada.
SÉPTIMO.-  Considera el socio que se le estaría imputando deudas de la Cooperativa  - derivada de inversiones pendientes de amortización -, que no podrían ser deducidas al socio, por cuanto se generaría adicionalmente una situación injusta al tener que asumir el pago de una sola vez el abono de las inversiones pendientes, a diferencia del resto de socios que permanezcan en la sociedad, derivando en el enriquecimiento injusto a favor de éstos últimos.


Alega además el demandante como motivo de impugnación, que la citada deducción se ha realizado por la Cooperativa aplicando el artículo 82 de la Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La Mancha, considerando que se ha infringido el contenido de la disposición transitoria Primera de la referida norma legal, dado que tanto a la fecha de la solicitud de la baja como cuando se produjo la liquidación los Estatutos Sociales de la Cooperativa, éstos no habían sido adaptados a la vigente Ley de Cooperativas autonómica; concluyendo de esta forma el actor que "la liquidación sólo se puede realizar con el contenido de los Estatutos Sociales vigentes en el momento de la baja", más concretamente las fijadas en el artículo 58 de los Estatutos a la fecha de la baja y no las introducidas ex novo por la Ley 11/2010, con lo que a juicio del demandante se estaría infringiendo las normas de interpretación establecidas en el Código Civil, en base al sentido propio de las palabras y la inadmisibilidad de las conceptos abiertos  que dejarían abierta la posibilidad de la discrecionalidad al Consejo Rector.

Como apoyo jurisprudencial a la oposición formulada ante la pretendida aplicación de pérdidas de ejercicios anteriores, el actor cita entre otras resoluciones: Sentencia del Juzgado de lo Mercantil de Albacete, de 3 de mayo de 2013 y la SAP de Cuenca de 22 de febrero de 2012.
OCTAVO.-   Otro punto en el que se alega contra la liquidación practicada estriba en que se estaría vulnerando la limitación de responsabilidad del socio a la cuantía de participación en el capital social, máxime cuando se trata de cantidades que adeudaría la Cooperativa a terceros.

NOVENO.-   Se rechaza de plano deuda alguna con la Sección de Crédito, por considerar no está constituida la misma formalmente, y que de existir debería haberse realizado una liquidación específica en dicha Sección, por lo que se califica la deducción como improcedente.

DÉCIMO.-   El demandante como conclusión de su escrito de inicio frente a la liquidación practicada, solicitó de este Árbitro que declarara en su laudo; i) la nulidad de la Asamblea General extraordinaria celebrada el día 18 de diciembre de 2013 por infracción de las normas establecidas para su convocatoria, constitución, funcionamiento y aprobación del acta; ii) se declare nulo o anulable el acuerdo de la Asamblea General de fecha antes citada por el que se ratificó la resolución del Consejo Rector de 20 de octubre de 2012 sobre la liquidación y reembolso de aportaciones; iii) que se dejen sin efecto la totalidad de deducciones practicadas en la liquidación al demandante; y iv) que se declare el derecho del socio al percibo de la cantidad total que le corresponda en concepto de aportaciones a capital social, sin deducciones y con los intereses que se le pudieran haber generado; y subsidiariamente, que de declararse la responsabilidad del socio, la misma quedara limitada al importe de sus participaciones sociales suscritas.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por su parte, la  Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXXXX, provincia de XXXXX, en calle XXXXX, número X, provista de C.I.F. nº XXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderada por la entidad por documento notarial otorgado ante el Notario de Casas Ibáñez, provincia de Albacete, D. XXXXX, en fecha 26 de octubre de 2011 y con número de protocolo XXX, la letrada del ICA de Albacete, XXXXX, colegiada nº XXX, siendo prestado aquel por el entonces representante legal de la entidad, Don XXXXX, provisto de DNI nº XXXXX; que contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y contestación de fecha 03 de marzo de 2014 en el que se plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   Por parte de la Cooperativa demandada, se mostró su conformidad con la solicitud de baja de la Cooperativa sección bodega, pero considerando que la única sección existente en la entidad es la Crédito, la baja únicamente se puede producir respecto de la Cooperativa como una unidad societaria.

Señala igualmente que si se le remitió  a la parte actora notificación - de fecha 13 de abril de 2011 -, con la calificación de la baja solicitada y sus efectos, considerándose la misma como justificada, otorgando plazo para su impugnación ante la Asamblea.
SEGUNDO.-   Alega la entidad que el objeto del presente procedimiento arbitral no puede ser sino la liquidación practicada y si la misma es conforme a las exigencias de la vigente Ley de Cooperativas, diferenciando la calificación de la baja de la liquidación subsiguiente.
TERCERO.-    Que el propio socio reconoce que asistió a la Asamblea General de fecha 18 de diciembre de 2013 y que se le concedió la palabra para que defendiera su impugnación frente a la liquidación practicada por el Consejo Rector de la entidad.

CUARTO.- Con relación a los presuntos defectos que habría acontecido en la celebración de la Asamblea, se aporta por la Cooperativa entre otros documentos, los siguientes: i) listado de asistentes; ii) acta de la Asamblea que habría sido aprobada según los requisitos previstos en la Ley 11/2010; iii) publicación de la convocatoria de la Asamblea, aunque se señaló que hubo de ser modificado por el Consejo el orden del día para incluir el nombramiento de auditores, destacando que el demandante carece de legitimación activa en este punto, dado que a su fecha carece de la condición de socio; iv) que se realizo votación secreta respecto del recurso interpuesto, que fue rechazado por 25 votos contra 1 y una abstención; v) finalmente, con relación al acuerdo del Consejo Rector de fecha 20 de octubre de 2012 que aprobó la liquidación de las aportaciones del ex socio, se señala que de existir irregularidades formales éstas no habrían alterado el resultado del recurso del demandante.
QUINTO.- Admite la Cooperativa demandada que desde el año 2006 no existe acuerdo de la Asamblea General para imputar las pérdidas, pero el concepto que se le habría aplicado al socio demandante no es el de pérdidas imputadas, sino el de pérdidas imputables al amparo del artículo 58 de los Estatutos y el artículo 82 de la Ley 11/2010.
En base al Balance correspondiente al ejercicio económico 2011, resultaron unas pérdidas para XXXXX por un valor 340.550,74 euros, cuyos resultados se aprobaron en Asamblea General ordinaria de fecha 25 de julio de 2012; aunque de dicha cantidad ya se habrían deducido las pérdidas ya imputadas conforme al acuerdo de la Asamblea de la entidad de fecha 30 de julio de 2006.


Con relación a esas pérdidas anteriores, la Cooperativa las cifra en un total de 538.125,95 euros, de los que se habrían satisfecho 505.866,08 euros, restando así un importe de 32.259,87 euros, que se han descontado del total de las pérdidas reflejadas en el Balance 2011, por lo que el total de pérdidas generadas desde la campaña 2006/2007 y que según la Cooperativa serían imputables a la actora asciende a un total de 308.290,60 euros.


Sobre esa cifra de pérdidas, la Cooperativa  ha aplicado el porcentaje medio de la actividad del socios en los cinco años anteriores a su solicitud de baja, aunque eliminando aquéllos últimos años en los que no ha participado. Justifica la demandada el no cómputo de esos años sin actividad en el artículo 89.2 de la Ley 11/2010, es decir, que la imposibilidad de aportar a XXXXX la totalidad de una producción, por otra parte inexistente, carecería de sentido para imputar pérdida alguna, e igualmente valora la entidad que se podría dar el hecho de un retraso en la solicitud de baja por el socio no existiendo actividad, lo que redundaría en el resultado práctico de que evitaría la imputación de pérdidas de forma fraudulenta.


Rechaza XXXXX las alegaciones del actor sobre una imputación de pérdidas individualizada año a año según la participación del socio en cada ejercicio, por la imposibilidad fáctica de la misma y porque se estaría infringiendo el artículo 89.2 de la Ley, ya que con ello se impediría imputar al socio pérdidas de ejercicios en los que no hubiera tenido actividad cooperativizada.


El planteamiento en este punto de la Cooperativa es que no se puede pretender que las pérdidas que se han aprobado en Asamblea General, a compensar con beneficios futuros, sean sufragadas por los socios que permanecen en XXXXX, habiendo participado el ex socio demandante en la generación de las mismas, para que por el contrario defender que se sufraguen por beneficios futuros de una actividad en la que evidentemente ya no participará.


Finalmente, sobre la diferenciación de actividades dentro de la Cooperativa, se señala que la Sección de Crédito no tiene activos y/o pasivos, por lo que no generaría ni beneficios ni pérdidas a la entidad; y la actividad del cereal se liquida a precio de venta, por lo que tampoco se realizan anticipos y/o liquidaciones que pudieran originar pérdidas, de forma que las pérdidas imputadas se corresponderían únicamente a la actividad vitivinícola.
SEXTO.-  La demandada justifica la aplicación de una deducción por inversiones pendientes de pago, en el hecho de que se trata de inversiones aprobadas por la Asamblea General - de fecha 20 de diciembre de 2003 -, y para las cuales se formalizaron determinados préstamos con los que financiarlas, por lo que se solicitó y obtuvo un préstamo de la entidad de crédito GLOBALCAJA.


Estas deudas y su reclamación estarían amparadas en el artículo 58.2 de los Estatutos, y en la interpretación que de dicho texto realiza la Cooperativa frente a las alegaciones de la parte actora de que se trataría de una norma de derecho dispositivo, al señalar que en su redacción se está reconociendo la facultad del Consejo Rector de aplicar o no los conceptos deducibles dependiendo de su existencia real o no de esas inversiones pendientes en el Balance y en la misma expresión de inicio "se deducirán", que a criterio de XXXXX establece la obligatoriedad de deducir la totalidad de conceptos que en dicho párrafo estatutario se señalan.


De esta forma concluye la demandada, que de considerar como no aplicable a la presente liquidación los preceptos establecidos en la Ley 11/2010 - tal como señala en su demanda la actora -, la redacción de los Estatutos vigentes de XXXXX a la fecha de la baja permiten en cualquier caso las deducciones practicadas por este concepto, y más si se encuadra en el último concepto recogido en artículo 58.2, cuando expresa: " (..) así como aquéllas otras obligaciones por cualquier otro concepto."; como serían estas obligaciones que dimanan de inversiones en la Bodega de la Cooperativa, y que han beneficiado a la actora junto con el resto de socios, habiendo sido aprobadas las mismas por Asamblea General de fecha 20 de diciembre de 2013.


Con relación a las distintas resoluciones judiciales que respaldarían estas tesis frente a las vertidas por la demandante, XXXXXX aporta la SAP Cuenca de 27 de marzo de 2013, la cual reitera en esta materia su doctrina ya recogida en la SAP Cuenca nº 239/2011, indicando que si bien es una obligación que tiene la Cooperativa con un tercero, ésta también puede ser deducida de las liquidaciones que se practican a los socios que causan baja.


También rechaza la Cooperativa que sea de aplicación a este supuesto la limitación de responsabilidad que se recoge en el artículo 7.4 de la Ley 11/2010 para los socios, por cuanto lo que se fija es que los socios no responden personalmente por la deudas sociales, limitando su responsabilidad al importe de sus participaciones sociales, pero el mismo precepto establece en su parte final que: " Los socios responderán ilimitadamente del cumplimiento de las obligaciones contraídas por su participación en la actividad cooperativizada, salvo en el supuesto de imputación máxima de pérdidas."; y en el caso de las deudas por inversiones, el criterio expuesto por la demandada, y que mantiene en su escrito de contestación, es el que suponen aquéllas una obligación del socio con la Cooperativa, al haber sido aprobadas esas inversiones por la Asamblea General, y por su consideración como "actos propios" respecto de los que el socio asumió como suyos.
SÉPTIMO.- A juicio de la Cooperativa, respecto de la deuda reclamada frente a la Sección de crédito, resultando cinco plazos anuales por valor de 211,53 euros/año, y habiendo abonado la demandante el primer, segundo, tercer plazo – dado que no se han reclamado -, y el cuarto plazo (este último en fecha 30/12/2010 según el documento nº 14 de la contestación), se adeudaría únicamente el quinto y último en el acuerdo de liquidación, bajo el concepto "Acuerdo AG (5º plazo de las perdidas)".

En este caso, al tratarse de perdidas "imputadas" si existe el referido acuerdo de Asamblea General que lo autoriza, cuya existencia y obligatoriedad para la actora se acredita en el hecho objetivo de que se abonó por la misma cuatro de los cinco plazos por dichas pérdidas, sin que mostrara disconformidad alguna con la imputación de esos pagos.


A más, la Cooperativa aporta dos facturas se suministros de la entidad a favor del actor por importe de 14,00 euros (factura nº 107/2010 de fecha 31/03/2010)y de 39,93 euros (factura nº 73/2013 con fecha 05/04/2013), reclamando su abono por el demandante.
OCTAVO.-  Finalizó su escrito de contestación la Cooperativa demandada  solicitando del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda formulado por el ex socio, y por ello ratificando la liquidación practicada por XXXXX en su acuerdo de fecha 20 de octubre 2012 y posterior ratificación en Asamblea General.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 29 de mayo de 2015, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la entonces denominada Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Albacete, sitos en calle Alarcón, número 2, de la ciudad de Albacete, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante del demandante, DON. XXXXX, con DNI nº XXX, bajo la asistencia letrada de Don XXXXX, colegiado nº XXX del ICA de Albacete; así como de la parte demandada, la Cooperativa agroalimentaria XXXXX,  representada en este acto por su presidente DON XXXXX, con DNI nº XXX, y acompañado de la letrada del ICA de Albacete, Doña XXXXX, colegiada nºXXX.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que las partes solicitaron que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, y la parte demandante procedió en dicho momento a aportar a este procedimiento nueva prueba documental, en concreto, la integrada por:

· Sentencia del Juzgado Mixto Nº 3 de los de Albacete, nº 74/2013, de 3 de mayo de 2013 (FJ Tercero).
· Sentencia del Juzgado Mixto Nº 3 de los de Albacete, nº 118/2014, de 21 de julio de 2014 (FJ Tercero).
· Comunicación remitida por la Cooperativa al demandante de fecha 23 de julio de 2013, en la que se le comunicaba la imposibilidad de conocer del recurso interpuesto en la citada fecha contra el acuerdo de liquidación, en la Asamblea General a celebrarse el día 25 de julio de 2013.

Al efecto de apoyar sus pretensiones, la actora también aportó un extracto de un laudo dictado por el Árbitro que suscribe la presente resolución, en una resolución en la modalidad de Derecho, en concreto, el Laudo 03/2012, de fecha 14 de mayo de 2012, dictado en Albacete dentro del procedimiento AR - 44/2012.
Por este órgano arbitral no se admitió en su totalidad el listado de medios de prueba documentales solicitados adicionalmente en la vista por el demandante, y que se consideró que no se ajustaban al fin perseguido en el presente procedimiento. 
En el acto de la vista, y sin nada que oponerse por la Cooperativa, sin embargo se admitió la totalidad  de la documental aportada en el mismo por la representación del demandante, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.

A efectos de diligencias finales, y con el fin de dar cumplimiento a la prueba documental admitida en la vista, se autorizó plazo a la demandada para su remisión al procedimiento respecto de las dudas surgidas por el demandante sobre unas aportaciones por valor de 100.000 € de los socios y que constan en la Memoria Económica del correspondiente ejercicio, que fue objeto de traslado dicha documentación en fecha 24 de julio de 2015 por la Cooperativa, para su consideración o no en concepto de capital social.
A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 23 de enero de 2014, petición que se fundamentó en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en la normativa de ámbito estatal, así recogida en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.- Sobre la norma aplicable a la solicitud de baja y a su liquidación y reembolso
El punto más controvertido en este procedimiento es, tal como se ha venido alegando en anteriores arbitrajes, la norma legal aplicable a los hechos enjuiciados. Es un aspecto indiscutible por la mera constatación de fechas que es la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que entró en vigor con fecha el día 16 de enero de 2011, es decir ocho días antes de la solicitud de baja del actor (24/01/2011), aspecto éste que las partes admiten pacíficamente, si bien se discrepa sobre el ámbito de aplicación sobre la norma estatutaria.


Como no puede ser bajo otro criterio, este órgano arbitral se reitera en la doctrina marcada en recientes laudos sobre este argumento, por lo que a la hora de valorar la aplicabilidad e interpretación de la Ley 11/2010, el punto de origen es el principio de jerarquía normativa recogido en el artículo 9.3 de la Constitución, por el que las normas jurídicas se ordenan jerárquicamente, de forma tal que las de inferior rango no pueden contravenir a las superiores, so riesgo de nulidad. Actúa entre la Constitución y las normas primarias (Ley o normas con fuerza de ley) y entre la Ley y las normas con fuerza de ley y las normas secundarias (Reglamentos). A su vez, las normas que poseen el mismo rango poseen la misma fuerza normativa y en caso de contradicción insalvable prevalece la posterior, ya que se entenderá que ha derogado a la anterior.

El desarrollo del artículo 14.1 de la norma autonómica sobre los Estatutos Sociales, como norma interna que regula la actividad y relaciones internas dentro de una cooperativa, es una disposición cuya amplitud viene condicionada por el articulado de la norma legal reguladora, es decir, no puede caber en modo alguno en la aplicación y/o interpretación de una norma estatutaria una conclusión contra legem.


El segundo párrafo de la disposición transitoria Primera de la Ley 11/2010, confirma la prohibición de un posible resultado contra legem cuando señala que: 

"El contenido de los estatutos de las cooperativas existentes a la entrada en vigor de la 
presente Ley no podrá ser aplicado en contradicción con lo dispuesto en la misma y se 
entenderá modificado y completado por cuantas normas imperativas o prohibitivas se 
contienen en esta Ley, sin perjuicio de lo previsto en la disposición siguiente."

El artículo 82.1 y 2 de la ley, sobre la liquidación y reembolso de las aportaciones obligatorias, faculta de forma directa al órgano de administración para que el mismo pueda efectuar una serie de deducciones sobre las liquidaciones de los socios que causan baja en la entidad y exige que los Estatutos en cualquier caso deben regirse a la Ley vigente:

" 1. Los estatutos sociales regularán las condiciones en las que procederá o no el 
ejercicio por los socios del derecho a exigir el reembolso de sus participaciones 
obligatorias y voluntarias al capital social en los casos de exclusión o de baja obligatoria 
y voluntaria, de conformidad a lo previsto en este artículo y en los artículos 30, 74.8 y 
117 de esta Ley.

2. En todo caso, la liquidación del importe efectivo a reembolsar de las participaciones 
sociales se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha 
originado el derecho al reembolso, conforme a las normas siguientes:


a) Del valor acreditado de las participaciones suscritas por el socio, se podrán efectuar 
las siguientes deducciones y descuentos:


- En los supuestos que corresponda, se deducirán, en primer lugar, las pérdidas 
imputadas o imputables al socio, reflejadas en el balance de cierre del ejercicio en el 
que se produzca la pérdida de tal condición, ya correspondan a dicho ejercicio o 
provengan de otros anteriores y estén sin compensar y, en segundo lugar, las sanciones 
económicas impuestas al socio que no hubieran sido satisfechas.


- Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la 
cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la 
parte proporcional que, de acuerdo a la actividad cooperativizada  realizada por el socio, 
le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a las inversiones realizadas y 
que estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro 
concepto."


Este órgano considera como acertada la argumentación que desde la Cooperativa describe el proceso a seguir tras la solicitud de la baja en una sociedad bajo esta forma jurídica, tal es así que se deben distinguir dos procedimientos distintos: uno inicial mediante el cual una resolución del órgano de administración procede a la calificación de la baja solicitada y determinar los posibles efectos económicos que se deriven o puedan derivar por ese mismo acto jurídico de solicitud de baja societaria  (p.ej. deducciones por tratarse de bajas no justificadas, incumplimiento de compromiso de permanencia, ...); y un segundo procedimiento, por el que se practica la efectiva liquidación de las participaciones sociales del socio, no trayendo según la Cooperativa esté último causa del primero, manteniendo su independencia, dado que exige un previo acto societario indispensable como es la previa finalización del ejercicio económico y la aprobación e imputación de resultados en Asamblea de las cuentas anuales de éste.

Ahora bien, a juicio de este Árbitro, esa diferenciación no tiene cabida respecto de la norma a aplicar a esa misma baja societaria, de forma que rigiendo una norma legal cuando se produce la solicitud de baja de un socio, compromete a su vez los requisitos y facultades por la que se podrá regir la liquidación subsiguiente por un mínimo de coherencia y equidad, aspecto que en este procedimiento no es materia controvertida en cuanto a la norma, pero si en cuanto sus efectos.


Por ello, la norma aplicable tanto a la solicitud de baja como a la liquidación posterior es de forma directa la integrada por los preceptos legales en sus propios términos, en este caso concreto, el artículo 82 de la Ley 11/2010, dado que como señala el artículo 34 de la Ley 60/2003 de Arbitraje y se reafirma por el artículo 28 del Reglamento arbitral regional, los árbitros pueden aplicar las normas jurídicas y fundamentos de resoluciones judiciales indicadas por las partes en sus alegaciones o las que los árbitros estimen apropiadas, de lo que se infiere que no necesariamente deben guardar relación con la relación jurídica o con la controversia sometida a arbitraje.
CUARTO.-  Sobre las deducciones e imputaciones realizadas en la liquidación de las aportaciones obligatorias de la demandante

De inicio y ante determinados Hechos ya reconocidos y/o firmes, o frente a los cuales ninguna de las partes ha mostrado su oposición, podemos considerar ya como inalterada la cantidad fijada como capital del socio en la liquidación notificada a la demandante.


Sobre este punto y la discutida naturaleza que por el demandante se planteaba en relación con un importe de 100.000 euros que se habrían aportado por los socios para amortizaciones, el auditor de la entidad en forma expresa la encuadra como "una cuenta de Reservas Voluntarias creada mediante las aportaciones, para atención del préstamo con la Caja Rural y de sus intereses, realizada por los socios que aportaban uva, correspondiendo 60.000 euros a la amortización del principal del préstamo del ejercicio 2010 (40.000 euros, más 20.000 euros correspondientes al ejercicio anterior 2009), y otros 40.000 euros correspondientes a la amortización del principal del préstamo del ejercicio 2011"; o lo que es lo mismo, dichas cantidades suponen una "derrama" para hacer frente a una amortización vencida, con la nota definitoria en el supuesto del demandante, que como ya reflejó en su demanda, no aportó uva alguna ni en el ejercicio 2009, ni en el 2010 o el correspondiente al año 2011, por lo que no cabe su toma en consideración, primero porque ese importe no es calificable como integrante del capital social, y de una manera más rotunda, porque el actor no colaboró en modo alguno a su financiación en los ejercicios citados.
· Envase titularidad del socio: 




   99,17 euros.
-----------------------------------

SUBTOTAL




   
              (99,17 euros)


A) Sobre las pérdidas imputadas de ejercicios anteriores y el saldo 
deudor 
con la sección de crédito.

Por parte de este órgano habrá que examinar respecto de las deducciones e imputaciones, primeramente la legitimidad de las mismas, y que las cantidades señaladas se ajusten a Derecho. Esto presupone que se debe señalar de inicio de la argumentación la aplicabilidad del conocido como principio de “puertas abiertas”, que trae su origen en los principios que se establecieron desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y sus relaciones con sus socios. 
Tal como el demandante señaló en la vista, al adjuntar anteriores resoluciones arbitrales del órgano que suscribe, obliga a este Árbitro - sujeto a los principios de contradicción y de igualdad entre la partes - a que no empleé criterios distintos a los que ha incorporado en sus fundamentos jurídicos en controversias anteriores con identidad de hechos y de fundamentos, en concreto los seguidos contra esta misma Cooperativa XXXXX bajo los identificativos AR-49/2012, AR-06/2013 y AR-02/2014 por ello se reproducen los empleados en los mismos:


"Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de 
<Libre adhesión y libre retiro>, que en la nueva redacción dada por la Alianza 
Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de 
“Adhesión voluntaria y abierta”.


El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo 
como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que 
provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio 
sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 

a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.

El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La 
Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios 
formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los 
principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico 
español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos en 
el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los 
asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de 
sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese 
capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de 
forma equitativa. 


El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad 
económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona 
la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades 
ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios 
libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan 
en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus 
liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa como consecuencia de 
compromisos con terceros e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los 
socios en ejercicios anteriores."

La citada por este órgano arbitral en numerosos laudos resolución del Tribunal Supremo en la sentencia de su Sala Primera, STS nº 48 de fecha 06 de febrero de 2014, que estudiaba la aplicación de la ya derogada norma regional Ley 20/2002 de Cooperativas, señalaba en su fundamento jurídico Séptimo que "los principios que informan el régimen jurídico de las sociedades cooperativas son muy diferentes a los que informan las sociedades de capital", y continua nuestro alto tribunal estableciendo que respecto a la función del capital social, éste "tiene en la sociedad cooperativa una función muy diferente a la que tiene en la sociedad de capital, de modo que no constituye el criterio básico para atribuir a los socios los derechos políticos y económicos en la sociedad, papel que corresponde a la actividad cooperativizada."

Concluye en este punto estableciendo una doctrina, según la cual: "el socio cooperativista no tiene un derecho a un <valor razonable> de su participación en el capital social, consistente en una cuota del patrimonio social de la cooperativa, fijada, a falta de acuerdo, por un experto independiente, como ocurre en el caso de ejercicio del derecho de separación por el socio de una sociedad de capital (art. 353 del texto refundido de la de Ley de Sociedades de Capital)."


El Tribunal Supremo en su extensa fundamentación sobre las deducciones a realizar al liquidar las aportaciones sociales, fundamento jurídico Noveno, apartado 3º, distingue entre la aplicación del criterio de empresa en funcionamiento sobre los socios que continúan en su vínculo societario por una aplicación futura de posibles pérdidas, al supuesto cuando se trate de los socios que "solicitan la baja en la cooperativa", respecto de los cuales la Sala aplica un criterio de liquidación, por el que se considera el capital que el socio aporta como "un capital de riesgo, que puede disminuir o incluso desaparecer como consecuencia de la imputación de las pérdidas de la cooperativa, hasta el punto de que el importe de la liquidación del reembolso resultará deudor para el socio (art. 61.3 de la ley autonómica)", actualmente recogido en letra b) del artículo 82.2 de la Ley 11/2010.  


Establece de forma categórica que "no es razonable que las pérdidas producidas mientras el socio permaneció como tal en la cooperativa no se deduzcan de las aportaciones que se le reembolsan", por el hecho de que se imputen en el caso enjuiciado a una cuenta especial para su amortización a ejercicios futuros. A juicio del Tribunal ello supondría "hacer cargar con la totalidad de las pérdidas a los socios que permanezcan en la cooperativa, pese a haberse producido en un período en que quienes se dan de baja participaban en la actividad cooperativizada que generó las pérdidas."; es decir, no tiene cabida la aplicación de la limitación de responsabilidad alegada por la parte actora sobre la base del artículo 7.4 de la Ley 11/2010.

Pero no sólo el Tribunal Supremo permite la práctica de las deducciones sobre el reembolso de las aportaciones, sino que también se pronuncia en el apartado 4º del mismo fundamento citado sobre el plazo de cálculo para practicar la imputación de pérdidas, de forma que aunque se refiere a la Ley 20/2002, se pueda aplicar a la vigente regulación, cuando señala: "Tampoco se comete la infracción de ningún precepto legal por la aplicación de un período de cinco años para el criterio de la actividad cooperativizada que ha de regir la imputación de pérdidas. Los recurrentes reconocen que su pretensión de que el período que ellos sostienen, de un año, no está previsto en ningún precepto legal, ni tampoco el de cinco años prohibido."

La extensa relación de fundamentos jurídicos sobre las posibles deducciones a practicar, hay que ponerla en relación con la condición del ex socio en tanto aportante de su producción de uva a XXXXX y aplicársele a las pérdidas de ejercicios anteriores, y que a la vista de su conducta ya había venido abonando:
a) Hay que examinar de manera inicial las deducciones que se aprobaron por Asamblea General de fecha 30 de julio de 2006, en la que se adoptó el acuerdo para eliminar las pérdidas acumuladas hasta esa misma fecha en cinco plazos, de carácter anual, desde los ejercicios 2007 hasta el 2011. El criterio de imputación de dichas pérdidas se articuló con cargo a los kilos de uva y cereal que cada socio hubiera tenido en los años en que se generaron las pérdidas (dese 1996 a 2005), obteniéndose una crédito a favor de la Cooperativa, resultando así una cantidad a pagar de 211,53  euros /año en el plazo de cinco años.


Con independencia de los argumentos expuestos, y a pesar del reconocimiento por la propia Cooperativa del hecho de la ausencia de notificación del acuerdo asambleario al ex socio, la documentación de los extractos de la sección de crédito (con fecha de emisión 25 de febrero de 2014, y referidos al período 01-01-2010 hasta el 31-12-2014), señalan que las retenciones y su cuantías fueron admitidas y autorizadas por el demandante, de forma que en fecha 30 de diciembre de 2010 se recoge un abono bajo el epígrafe “4º C/ PERDIDAS” de 211,53 euros.
Finalmente, el 30 de diciembre de 2012 se pasa al cobro el concepto “5º C/ PERDIDAS”, por el referido importe de 211,53 euros, aunque ese al igual que el resto de cargos en esas fechas quedan en negativo, aunque se produce un pago parcial, ante la falta de un saldo suficiente.
Queda así acreditado que el demandante conoce esa obligación de pago, frente a la que no se opone y que finalmente decide cesar en su cumplimiento, dejando de abonar parcialmente el quinto plazo, porque a pesar de su solicitud de baja si continua operando con la Cooperativa de forma que existen facturas pendientes con posterioridad a aquélla.
b) También hay que sumar el saldo deudor que a fecha de este arbitraje se encuentra pendiente en la Sección de Crédito, en cuanto a que no estamos ante una institución financiera o de crédito distinta de la propia Cooperativa,  pues como se señala de forma genérica para las mismas en el párrafo segundo del artículo 9.1 de la Ley de Cooperativas: “Las secciones no tendrán personalidad jurídica independiente de la cooperativa…”, es decir, sus relaciones comerciales y/o de servicio con sus clientes y usuarios tienen como causa y motivo inicial en el hecho de ser socios de la Cooperativa LA ALCALENSE, aspecto éste que se concreta y limita aún más de forma expresa en el apartado siete del mismo precepto legal para las Secciones de Crédito: 

“Las cooperativas de cualquier clase, salvo las de crédito, podrán tener secciones de crédito. Las secciones de crédito, también sin personalidad jurídica propia, podrán desarrollar actividades y prestar servicios financieros de activo y de pasivo exclusivamente con socios de la cooperativa o con ésta, en calidad de intermediarios financieros (…)”. 

De lo que obtenemos una primera deuda a aplicar a las aportaciones de la actora, pues su origen exclusivo son precisamente las relaciones comerciales y la actividad cooperativizada que, como socia de XXXXX, se han generado a favor del demandante en sus años como miembro de ésta.
Si bien la deducción que se plantea por la Cooperativa en este punto  por importe de 132,61 euros es correcta, no es pertinente que se pretenda cobrar adicionalmente una factura ya abonada, en concreto la número 107/10 de fecha 31 de marzo de 2010, por valor de 14,00 euros, dado que, según el propio extracto de la Sección de Crédito aportado por la Cooperativa (documento nº 15 de la contestación), se le retuvo al ex socio en fecha 15 de abril de 2010

· Saldo deudor Sección Crédito 



       132,61 euros
   ----------------------------------
SUBTOTAL




   
           
       132,61 euros

B) Sobre las deudas por inversiones pendientes de pago.
Si bien ya se ha expuesto en el inicio de este Fundamento jurídico los argumentos teóricos y doctrinales que legitiman a cualquier sociedad cooperativa para deducir las inversiones pendientes de pago no amortizadas - en contraposición a la libertad reconocida para los socios de causar baja voluntaria cuando así lo estimen oportuno, sin que se precise la aportación de motivación alguna -, debemos reproducir el amparo legal de esta posible deducción establecido en el párrafo segundo del artículo 82.2, letra a) de la Ley de Cooperativas regional, que de forma expresa dice:

“Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la parte proporcional que, de acuerdo a la actividad cooperativizada realizada por el socio, le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro concepto.”

Aplicando dicho precepto en sus estrictos términos, este Árbitro puede concluir que tiene plena validez el establecimiento respecto a las inversiones realizadas y no amortizadas el derecho de fijar una deducción acorde con la actividad cooperativizada, entrega de producto, sobre la cantidad pendiente de amortizar, dado que la ya citada STS de 06 de febrero de 2014 tiene como normativa aplicable la derogada Ley 20/2002 cuando señala que el antiguo artículo 61 no permitía deducir las cantidades pendientes de pago por la financiación de inversiones de la Cooperativa (FJ Undécimo, apartado 5º).


Se desprende del Balance anual de cuentas y Memoria aportado -  siguiendo idénticos razonamientos de los ya establecidos por este Árbitro en el Laudo 01/2014 de 11 de abril de 2014 y en el Laudo 04/2014 de 05 de diciembre de 2014, ambos formulados contra XXXXX -, que para financiar las inversiones de la cooperativa y el pasivo generado en la Sección de Crédito de la entidad fue solicitado un préstamo a la entidad Caja Rural de Albacete y se concedió el mismo a la cooperativa en fecha 31 de diciembre de 2008, siendo el demandante socio en dicha fecha de pleno derecho. No consta ni tampoco lo alegó de contrario que hubiera ejercitado oposición alguna a dicho acuerdo societario o que hubiera hecho ejercicio del derecho de separación que se prevé estatutariamente en el artículo 14.3, letra b), reconocido como causa suficiente para solicitar la baja voluntaria en el artículo 30.5 de la derogada Ley 20/2002 de Cooperativas, vigente a esa fecha.

Tras examinar la documentación contable aportada, debe señalarse que del total de 480.000 euros alegados por la demandada, la cantidad de 440.000 se contabilizan en aquélla como préstamos a largo plazo, cuyo  vencimiento es posterior a 1 año, y los restantes 40.000 euros, cuyo vencimiento es dentro del ejercicio siguiente – en un período menor a 1  año -, siendo contabilizada esa cantidad bajo el epígrafe “Deudas a corto plazo”, aplicando la reclasificación contable exigida normativamente.

Este órgano arbitral por lo demás califica como ajustadas a Derecho las operaciones matemáticas seguidas para obtener la cantidad a deducir, y que se explicitan en la liquidación notificada al socio demandante. Ahora bien, y en concordancia con el planteamiento que se ha sostenido por este órgano arbitral en todos sus laudos, por ello hace suyo en este procedimiento el certificado aportado por la demandada ante este órgano en fecha 24 de julio de 2014 con relación al procedimiento AR-02/2014 seguido igualmente contra XXXXX, en el que se establecían los kilos de uva entregados por la totalidad de socios en las Campañas 2009/2010 y 2010/2011 a la Cooperativa, porque de igual manera que en el referido procedimiento arbitral, este Árbitro discrepa sobre el período temporal que la demandada referencia sobre las últimas tres campañas en las que el actor aportó producto, y que conduciría al coeficiente empleado en la liquidación de un 0,21796 por ciento. 
Deducido en forma analógica de la propia norma estatutaria y siendo comúnmente aceptado en el sector, se debe emplear el período temporal de los últimos cinco ejercicios anteriores a la baja - previsto en el párrafo primero del artículo 14.2 letra b) de los Estatutos, y cuya amparo normativo se admite por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, tal como ya se ha señalado -, respecto a la cantidad de producto entregado por el demandante:     

“ (…) calculados conforme a la media de participación del socio en la actividad cooperativizada durante los últimos cinco años anteriores o en el período inmediatamente anterior en caso de no llevar como socio dicho período.”
De esta forma, para alcanzar ese nuevo porcentaje de imputación se debe tener en consideración las siguientes cifras:
· Campaña 2010/11 ....................................................  0,00 %
Kilos totales entregados en la Cooperativa ...........1.833.827 kg.

Kilos entregados por el socio ..................................   0  kg.
· Campaña 2009/10 ....................................................  0,00 %
Kilos totales entregados en la Cooperativa ...........1.926.568 kg.

Kilos entregados por el socio ...................................   0 kg.
· Campaña 2008/09 .................................................... 0,2650 %

Kilos totales entregados en la Cooperativa ...........  2.005.877 kg.

Kilos entregados por el socio ................................... 5.317 kg.
· Campaña 2007/08 ..................................................   0,1762 %

Kilos totales entregados en la Cooperativa ...........  2.681.336 kg

Kilos entregados por el socio ................................... 4.725 kg.
· Campaña 2006/07 ..................................................   0,2127 %

Kilos totales entregados en la Cooperativa ...........    723.924 kg.


Kilos entregados por el socio ................................... 1.540 kg.

Ante el reconocimiento de este criterio de cálculo quinquenal , debe en lógica ser admitido como válido el porcentaje del 0,1307 por ciento que resulta de considerar los coeficientes en esas cinco campañas y su división por cinco, a aplicar sobre las inversiones pendientes de pago y, en su caso, sobre el resto de conceptos que pudieran ser objeto de deducción o retención, obteniendo así como resultado a aplicar en la liquidación de aportaciones:

· Deudas por inversiones pendientes de pago:

    627,36 euros
(480.000,00 € x 0,1307 %)


   ----------------------------------
SUBTOTAL




   
           
    627,36 euros

C) Sobre las pérdidas imputadas.

Finalmente, este órgano arbitral no puede dejar de aplicar las mismas consecuencias y fundamentos que los señalados en sus anteriores resoluciones que le vinculan, máxime concurriendo identidad de hechos y de demandada, en este caso la Cooperativa XXXXX, según las recogidas en los ya citados Laudos  seguidos en el procedimiento AR-06/2013 y en el AR-02/2014, y considerando el propio carácter potestativo que se prevé en la misma ley cooperativa para la imposición de deducciones por parte del órgano de administración sobre las pérdidas imputables, como en el resto de conceptos, según el artículo 82.1, letra a), y en el hecho de que a lo largo del presente Laudo se han impuesto sobre el ex socio las consecuencias de las obligaciones que como tal aceptó, incluyendo las pérdidas generadas entre el período 1996-2005, entiende este Árbitro que debe ser eximido de la imputación que se pretende por parte de la Cooperativa sobre las perdidas recogidas en el Balance del ejercicio 2011, y que se han cuantificado por la entidad en un importe de 308.290,60 euros, y la consiguiente deducción por un importe de 671,95 euros (que con el porcentaje revisado supondría un importe a favor de la Cooperativa de 402,94 euros), cuya aplicación no cabe en la presente liquidación por esa equidad aducida, aunque su plena legitimidad y adecuación a la normativa viene avalada por la jurisprudencia del Tribunal Supremo.
Como resumen final de la liquidación, con los distintos conceptos a deducir obtenemos el siguiente crédito a favor de LA ALCALENSE:

· Envase titularidad del socio: 




         99,17 euros

· Saldo deudor Sección Crédito 


               -  132,61 euros

· Deudas por inversiones pendientes de pago:                         -  627,36 euros
(480.000,00 € x 0,1307 %)
   ----------------------------------

TOTAL




   
             - 660,80 euros

En cuanto al plazo fijado de de seis meses al ex socio para que abone esa cuantía a favor de la Cooperativa, hay que afirmar que es plenamente válido, en base a que la Ley 11/2010 en su artículo 82.2, letra b) establece que: " Si el importe de la liquidación practicada resultara deudor para el socio, el órgano de administración fijará un plazo, que no podrá ser inferior a dos meses ni superior a un año, para que abone dicho importe, con el devengo del interés legal del dinero."

Antes de establecer la fecha de inicio del abono de las deducciones y del cómputo de intereses hay que volver sobre los pasos seguidos por las partes en la tramitación de esta baja voluntaria desde su inicial solicitud. Es de destacar que en este procedimiento el presente Árbitro que suscribe fue designado en fecha 08 de mayo de 2014, también hay que reseñar que frente a dicho nombramiento el representante del actor presentó incidente de recusación contra ésta, que fue resuelto en fecha 07 de noviembre de 2014 acordando su desestimación, lo que dio lugar al reanudación del procedimiento hasta que tuvo lugar la celebración de la vista en fecha 29 de mayo de 2015.


Como se ha podido comprobar tras el anterior examen, el retraso en la tramitación y resolución de este procedimiento ha tenido varios sujetos activos, lo que ha dado lugar a una larga tramitación sufrida por todas las partes hasta su efectiva resolución. En base a dicha situación, este órgano arbitral hace suyos los argumentos establecidos en el Laudo dictado en el seno de este Consejo Regional en fecha 21 de noviembre de 2013, en relación con el procedimiento AR-33/2011, según el cual ni procedería fijar el "dies a quo" del cálculo de intereses a partir de la fecha del presente Laudo, ni tampoco lo sería hacerlo el día en que se solicitó la baja como socio de la Cooperativa, estableciendo una fecha de efectos distinta: 


"Lo más ajustado a derecho, atendiendo a todo lo indicado anteriormente, es fijar el 
inicio del cómputo de los intereses legales a partir del día en el que se 
interpuso la solicitud de arbitraje por la que se inició el presente procedimiento , 
haciendo coincidir el <dies a quo> con la fecha en que se produce esa intimación 
arbitral (postura mantenida por la Audiencia Provincial de La Coruña en su reciente 
sentencia de 12 de septiembre de 2013, la cual resuelve un recurso de Apelación 
interpuesto a su vez contra la sentencia del Juzgado de lo Mercantil Nº 1 de la Coruña 
de fecha 18 de marzo de 2013)."

Concluyendo así que la fecha de inicio para el cómputo de intereses legales para el ingreso de las cantidades adeudas a favor de la Cooperativa comienza desde el día 23 de enero de 2014, fecha en la que se presentó en el Registro competente la inicial solicitud de arbitraje que ha dado origen al presente procedimiento.

QUINTO.-  Sobre la impugnación planteada contra la Asamblea General de fecha 18 de diciembre de 2013.
Sobre este último punto en el que el ex socio solicitaba la nulidad de la Asamblea General de fecha 18 de diciembre de 2013, en la que se desestimó el recurso interpuesto por aquél contra el acuerdo de liquidación del Consejo Rector de 20 de octubre de 2012, sin perjuicio de no se ha acreditado ninguno de los motivos que, a juicio del actor, justificaría esa declaración (convocatoria, aprobación del acta,..), tampoco se ha probado que la Cooperativa, su órgano de administración  y/o algún socio hubieran realizado hechos que le hubieran impedido, limitado u obstaculizado el derecho de defensa que le asiste frente a esa Asamblea en la que se conoce de su recurso.

Pero hay un argumento más definitivo para desestimar la solicitud planteada frente a la citada Asamblea, por cuanto este Árbitro admite como propios los argumentos vertidos por la representación letrada del actor en otros procedimientos, de manera que cabe concluir que "La baja se produce de forma automática, y, con ella, el cese de los derechos y obligaciones inherentes a la condición de socio (TS Sala 1ª STS 16-3-1998 nº 229/1998)"; lo que nos conduce a establecer que el actor carece entonces de cualesquiera legitimación activa para impugnar la Asamblea con carácter general, dado que únicamente podría invocarla en alguno de los trámites que afectara a su derecho de defensa, que como ya hemos visto no ha sufrido menoscabo alguno, y además siempre circunscrita a ese primer punto del orden del día en el que se somete a la masa social su impugnación del acuerdo de liquidación, o como también se planteó, frente a acuerdo de calificación de baja, ya que ha cesado toda virtualidad jurídica en cuanto a su relación como socio de la entidad.

SEXTO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial de la demanda de arbitraje de fecha veintitrés de enero de dos mil catorce, interpuesta por don XXXXX frente a la LIQUIDACIÓN de las aportaciones obligatorias de la misma, aprobada por resolución del Consejo Rector de fecha veinte de octubre de dos mil doce, de la que resultaba  finalmente un crédito a favor de XXXXX  por un importe final de MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y UN EUROS CON SESENTA CÉNTIMOS DE EURO  (1.751,60 euros), en los siguientes términos:
a) Que tanto los conceptos a emplear como las cantidades finales resultantes, de acuerdo a la valoración y los criterios expuestos en el Fundamento de Derecho Cuarto de este Laudo, conducen a que la citada cantidad citada en el párrafo anterior quede establecida en un crédito final a favor de la Cooperativa demandada por un importe de SEISCIENTOS SESENTA EUROS CON OCHENTA CÉNTIMOS DE EURO (660,80 euros), sin que quepa admitir la solicitud de nulidad, y subsidiariamente de anulabilidad, que se planteaba frente al acuerdo de liquidación dictado por el órgano de administración.

Finalmente, se acuerda declarar ajustados a Derecho los plazos y forma de 
ingreso fijados en la notificación de la liquidación respecto de las aportaciones 
sociales del socio don XXXXX. A los efectos de establecer la 
fecha de inicio para el cómputo de intereses legales sobre la cantidad 
establecida en la presente resolución, el mismo dará comienzo desde el día 
veintitrés de enero de dos mil catorce, fecha en la que se presentó en el 
Registro competente la solicitud inicial de arbitraje.
a) En relación con el objeto del arbitraje referente a la Asamblea General de fecha dieciocho de diciembre de dos mil trece, y su solicitud de declaración de nulidad o anulabilidad, en su totalidad o, en su caso, contra el concreto acuerdo del punto del orden del día sobre su impugnación de la liquidación, este órgano arbitral acuerda declarar la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje y ratificar la validez de la citada Asamblea y de los acuerdos en ella adoptados.

SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Albacete, a veintiocho de diciembre de dos mil quince.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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